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Aldebol Mora, Juez Ponente 
 

S E N T EN C I A  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2024. 

Comparece la parte recurrente, Omara Martínez Delgado, 

mediante un recurso de revisión judicial, y nos solicita que 

revoquemos la determinación emitida y notificada por la 

Administración de Compensaciones por Accidentes de Automóviles 

el 20 de febrero de 2024. Mediante el referido dictamen, la agencia 

suspendió a la recurrente de su empleo y sueldo por treinta (30) días 

laborables.  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la determinación administrativa recurrida. 

I 

 El 13 de diciembre de 2023, la Administración de 

Compensaciones por Accidentes de Automóviles (ACAA o recurrida) 

envió una Formulación de Cargos – Intención de Suspensión a Omara 

Martínez Delgado (Martínez Delgado o recurrente).1 Mediante dicha 

misiva, la agencia le notificó a Martínez Delgado que había cometido 

 
1 Apéndice 3 del recurso, págs. 3-7. 
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varias faltas al Reglamento de Conducta y Procedimientos 

Disciplinarios de la ACAA (Reglamento), las cuales conllevaban la 

suspensión de treinta (30) días como medida disciplinaria. En 

esencia, el organismo administrativo indicó que, el 10 de noviembre 

de 2023, Martínez Delgado, quien se desempeñaba como oficial de 

reclamaciones en la Oficina Regional de Centro Médico (patrono), se 

retiró de su lugar de trabajo, previo a culminar su horario regular, 

sin la autorización de su supervisora inmediata Janellie Rivera 

Rosario (Rivera Rosario o supervisora). Describió que, 

posteriormente, en una reunión con Rivera Rosario para discutir lo 

referente a dicha salida sin autorización, Martínez Delgado le 

expresó a su supervisora que “es una lástima que fuera una 

directora mediocre igual que el resto de los directores de la agencia”; 

y que “no se preocupara porque a ella[,] al igual que a todos[,] les 

quedaba poco tiempo aquí”. Particularizó que Martínez Delgado 

mostró una actitud hostil, agresiva, irrespetuosa, retante y poco 

profesional durante la mencionada reunión. A su vez, relató que, el 

29 de noviembre de 2023, Martínez Delgado tuvo un intercambio 

con el compañero de la oficina Elliot J. Sánchez Díaz, en el cual 

expresó sarcásticamente “such is life” respecto a una situación 

delicada de cubierta de una persona lesionada, demostrando así su 

falta de control, temperamento y ausencia de tacto. 

 En respuesta, el 3 de enero de 2024, Martínez Delgado solicitó 

la celebración de una vista administrativa informal, de conformidad 

con el Reglamento.2  

Atendida la solicitud, el 11 de enero de 2024, la ACAA citó a 

Martínez Delgado a una vista administrativa informal, a celebrarse 

el 29 de enero de 2024, con el fin de que esta tuviera la oportunidad 

de expresar las razones, si alguna, por las cuales entendía que no 

 
2 Apéndice 4 del recurso, pág. 12. 
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debía confirmarse la intención de suspensión.3 Detalló que Martínez 

Delgado tenía derecho a asistir a la audiencia en compañía de su 

representación legal y/o de algún testigo. Instruyó que, durante la 

vista, Martínez Delgado podía presentar información y alegatos que 

entendiera pudiera variar sustancialmente la medida disciplinaria 

que se intentaba aplicar. 

Celebrada la vista administrativa informal, a la cual 

compareció Martínez Delgado junto a su representación legal, el      

12 de febrero de 2024, el Oficial Examinador presentó un Informe de 

Recomendación.4 En dicho escrito, desglosó que, durante la vista, 

Martínez Delgado expresó lo siguiente: 

a. Que[,] en efecto[,] se retiró temprano de los 
trabajos ese día[,] 10 de noviembre de 2023, pero 
con [la] autorización de su supervisora. La 

empleada mencionó, específicamente, que lo 
peticionó de forma verbal el día antes a su 

supervisora, quien dijo ok. 
b. Que el empleado, Elliot J. Sánchez Díaz, y otros 

compañeros son quienes la acosan y han creado 

un ambiente hostil en el trabajo por motivo de su 
religión y apariencia física. Además, que ha 
llevado tal situación a su supervisora, quien solo 

le ha contestado que son peligrosos. 
c. Que ten[í]a un acomodo razonable para estar 

ubicada en la Oficina Regional de Humacao, y que 
el mismo fue dejado sin efecto[,] no existiendo 

razones de necesidad para ello. 

A su vez, el Oficial Examinador señaló que, además del 

testimonio de Martínez Delgado, tomó en consideración los 

documentos detallados por este a continuación: 

a. Formularios de reclamación, con fechas de[l] 4 y      

5 de diciembre de 2023, respectivamente, 
presentados por la empleada respecto a la salida 

temprana el 10 de noviembre de 2023. Ninguno 
consta con determinación alguna de la supervisora, 
la Sra. Rivera, u otro personal de la ACAA. Esta 

documentación fue provista por la empleada. 
b. Documentación sobre el acomodo razonable, 

incluyendo una comunicación de[l] 17 de agosto 

de 2023, la cual evidencia que el traslado a la 
Oficina Regional de Humacao era y había sido 

extendido solo hasta el 1 de agosto de 2023. Esta 
documentación fue provista por la empleada. 

 
3 Apéndice 5 del recurso, pág. 13. 
4 Expediente Administrativo. 
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c. Minuta de Reunión sobre Situación de Timecard, 
celebrada el 14 de noviembre de 2023. La misma 

documenta las expresiones de la empleada hacia 
su supervisora, según se menciona en el párrafo 

3 (b) de las determinaciones de hechos. 
d. Comunicación del empleado, Elliot J. Sánchez 

Díaz, la cual documenta la expresión durante un 

intercambio relativo a un asunto laboral, según 
se menciona en el párrafo 3 (c) de las 

determinaciones de hechos. 

En virtud de lo anterior, el Oficial Examinador concluyó que, 

en efecto, Martínez Delgado incurrió en las Ofensas Núm. 5, 40 y 42 

del Reglamento. Por tanto, recomendó que la ACAA confirmara la 

intención de imponerle a esta una sanción disciplinaria de 

suspensión de empleo y sueldo por treinta (30) días laborables. 

Además, recomendó que Martínez Delgado fuera citada a una 

reunión para recoger cualquier alegación de su parte sobre el 

presunto acoso laboral y el ambiente hostil, a los fines de determinar 

si procedía o no la activación de los protocolos correspondientes. 

Evaluado el asunto, el 20 de febrero de 2024, la ACAA emitió 

y notificó la determinación que nos ocupa.5 Mediante el referido 

dictamen, la agencia acogió las recomendaciones del Oficial 

Examinador y, en consecuencia, suspendió a Martínez Delgado de 

su empleo y sueldo por treinta (30) días laborables, efectivo desde el 

21 de febrero de 2024 hasta el 4 de abril del mismo año. 

En desacuerdo, el 11 de marzo de 2024, Martínez Delgado 

presentó una solicitud de reconsideración, la cual no fue atendida 

por la agencia recurrida en el término aplicable para ello.6 

Inconforme con la determinación de la agencia, el 25 de abril 

de 2024, la parte recurrente compareció ante nos y señaló el 

siguiente error: 

Erró [la] ACAA al no concederle el debido proceso de ley 

en la vista informal celebrada, siendo la única vista a la 
que tiene derecho la parte [a]pelante, Omara Martínez 
Delgado. 

 

 
5 Apéndice 8 del recurso, págs. 59-61. 
6 Apéndice 9 del recurso, págs. 62-65. 
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En cumplimiento con nuestra Resolución del 29 de abril de 

2024, la parte recurrida compareció mediante Alegato de la Parte 

Recurrida el 20 de mayo del mismo año. 

Con el beneficio de la comparecencia de las partes, así como 

con la copia certificada del expediente administrativo, nos 

disponemos a resolver el recurso que nos ocupa. 

II 

A 

Sabido es que los tribunales apelativos debemos otorgar 

amplia deferencia a las decisiones emitidas por las agencias 

administrativas, puesto que estas cuentan con vasta experiencia y 

pericia para atender aquellos asuntos que se les han sido delegados 

por la Asamblea Legislativa. Otero Rivera v. Bella Retail Group, Inc. y 

otros, 2024 TSPR 70, resuelto el 24 de junio de 2024; Hernández 

Feliciano v. Mun. Quebradillas, 211 DPR 99 (2023); OEG v. Martínez 

Giraud, 210 DPR 79 (2022); Super Asphalt v. AFI y otro, 206 DPR 

803, 819 (2021); Graciani Rodríguez v. Garaje Isla Verde, 202 DPR 

117, 126 (2019); Rolón Martínez v. Supte. Policía, 201 DPR 26, 35 

(2018). Es por ello, que, tales determinaciones suponen una 

presunción de legalidad y corrección que a los tribunales nos 

corresponde respetar, mientras la parte que las impugne no 

presente prueba suficiente para derrotarlas. Transporte Sonnell, LLC 

v. Junta de Subastas de la Autoridad de Carreteras y Transportación 

de Puerto Rico y otro, 2024 TSPR 82, resuelto el 24 de julio de 2024; 

Otero Rivera v. Bella Retail Group, Inc. y otros, supra; Batista, Nobbe 

v. Jta. Directores, 185 DPR 206, 216 (2012). No obstante, tal norma 

no es absoluta. Es por ello que nuestro Máximo Foro ha enfatizado 

que no podemos imprimirle un sello de corrección, so pretexto de 

deferencia a las determinaciones administrativas que sean 

irrazonables, ilegales o contrarias a derecho. Voilí Voilá Corp. et al. 

v. Mun. Guaynabo, 2024 TSPR 29, 213 DPR ___ (2023). 
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En Torres Rivera v. Policía de PR, 196 DPR 606, 628 (2016), 

nuestro Tribunal Supremo resumió las normas básicas en torno al 

alcance de la revisión judicial de la siguiente forma: 

[L]os tribunales deben deferencia a las decisiones de 

una agencia administrativa, pero ésta cederá cuando: 
(1) la determinación administrativa no está basada en 

evidencia sustancial; (2) el ente administrativo erró en 
la aplicación o interpretación de las leyes o reglamentos 
que se le ha encomendado administrar; (3) el organismo 

administrativo actuó arbitraria, irrazonable o 
ilegalmente, realizando determinaciones carentes de 
una base racional, o (4) la actuación administrativa 

lesionó derechos constitucionales fundamentales. Es 
importante destacar que si el tribunal no se encuentra 

frente a alguna de esas situaciones, aunque exista más 
de una interpretación razonable de los hechos, procede 
que se valide la interpretación que realizó la agencia 

administrativa recurrida. Íd. Véase, además, Voilí Voilá 
Corp. et al. v. Mun. Guaynabo, supra, y Super Asphalt v. 
AFI y otro, supra, pág. 819. 
 

El criterio rector bajo el cual los tribunales deben revisar las 

decisiones administrativas es el criterio de razonabilidad. OEG v. 

Martínez Giraud, supra; Super Asphalt v. AFI y otro, supra, pág. 820; 

Graciani Rodríguez v. Garaje Isla Verde, supra, pág. 127; Torres 

Rivera v. Policía de PR, supra, pág. 626. Bajo este criterio, se limita 

la revisión judicial a dirimir si la agencia actuó de forma arbitraria 

o ilegal, o de manera tan irrazonable que su actuación constituya 

un abuso de discreción. Íd. 

Bajo este supuesto, la Sección 4.5 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38-

2017, 3 LPRA sec. 9675 (LPAU), estableció “el marco de revisión 

judicial de las determinaciones de las agencias administrativas”. 

Otero Rivera v. Bella Retail Group, Inc. y otros, supra; Rolón Martínez 

v. Supte. Policía, supra, pág. 35. La intervención del tribunal se 

limita a tres áreas, a saber: (1) si el remedio concedido por la agencia 

fue apropiado; (2) si las determinaciones de hecho que realizó la 

agencia están sostenidas por evidencia sustancial que obra en el 

expediente administrativo visto en su totalidad, y (3) si las 

conclusiones de derecho del ente administrativo fueron correctas. 
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Íd., págs. 35-36; OEG v. Martínez Giraud, supra; Torres Rivera v. 

Policía de PR, supra, págs. 626-627; Batista, Nobbe v. Jta. Directores, 

supra, pág. 217. Nuestro Máximo Foro ha expresado que esta 

intervención “debe ocurrir cuando la decisión administrativa no se 

fundamente en evidencia sustancial o cuando la agencia se 

equivoque en la aplicación de la ley”. Rolón Martínez v. Supte. Policía, 

supra, pág. 36. Siendo así, aquellas determinaciones de hechos 

formuladas por el ente administrativo deberán sostenerse cuando 

estén basadas en evidencia sustancial que surja del expediente 

administrativo considerado en su totalidad. Íd.; OEG v. Martínez 

Giraud, supra; Super Asphalt v. AFI y otro, supra. 

Por otro lado, las determinaciones de derecho pueden ser 

revisadas en su totalidad. Sec. 4.5 de la LPAU, 3 LPRA sec. 9675; 

Rolón Martínez v. Supte. Policía, supra, pág. 36; Torres Rivera v. 

Policía de PR, supra, pág. 627. No obstante, los tribunales deberán 

darles peso y deferencia a las interpretaciones que la agencia realice 

de aquellas leyes particulares que administra. Íd.  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha dispuesto que la 

deferencia que le deben los tribunales a la interpretación que haga 

el ente administrativo sobre aquellas leyes y reglamentos que le 

corresponde poner en vigor, cede si la agencia: “(1) erró al aplicar la 

ley; (2) actuó arbitraria, irrazonable o ilegalmente, o (3) lesionó 

derechos constitucionales fundamentales”. Torres Rivera v. Policía 

de PR, supra, págs. 627-628; OEG v. Martínez Giraud, supra. 

Finalmente, nuestra más Alta Curia ha expresado que, conforme a 

lo anterior, el criterio administrativo no podrá prevalecer en aquellas 

instancias donde la interpretación estatutaria realizada por una 

agencia provoque un resultado incompatible o contrario al propósito 

para el cual fue aprobada la legislación y la política pública que 

promueve. Así, “la deferencia judicial al expertise administrativo, 

concedido cuando las agencias interpretan la ley, tiene que ceder 
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ante actuaciones que resulten irrazonables, ilegales o que 

conduzcan a la comisión de una injusticia”. OEG v. Martínez Giraud, 

supra, pág. 11. 

B 

 La Administración de Compensaciones por Accidentes de 

Automóviles (ACAA) es una corporación pública que fue creada 

mediante la Ley de Protección Social por Accidentes de Automóviles, 

Ley Núm. 138 de 26 de junio de 1968, según enmendada, 9 LPRA 

sec. 2051 et seq. El inciso (2) de la Sección 12 de la referida ley 

establece que los poderes corporativos de la ACAA serán ejercidos 

por una Junta de Directores que, además, será responsable de la 

administración de esta. 9 LPRA sec. 2060. Como parte de las 

funciones de la Junta de Directores, en lo pertinente, se encuentran 

los siguientes: (1) nombrar a un Director Ejecutivo que será 

responsable de la administración directa de la Corporación de 

acuerdo con las normas y condiciones que establezca la Junta;         

(2) la adopción de reglas para su organización y funcionamiento 

interno y, por último, (3) la aprobación de reglamentos necesarios 

para poner en vigor las disposiciones de la ley. Íd. Ahora bien, dicho 

estatuto fue derogado por la Ley de Protección Social por Accidentes 

de Vehículos de Motor de 2020, Ley Núm. 111-2020, 9 LPRA sec. 

3161 et seq. (Ley Núm. 111-2020). 

 Entre los reglamentos que promulgó la Junta de Directores de 

la ACAA se encuentra el Reglamento de Conducta y Procedimientos 

Disciplinarios (Reglamento), aprobado el 22 de enero de 2007, según 

enmendado. El Reglamento se creó con el propósito de establecer 

normas de disciplina para dirigir la conducta de los empleados y las 

empleadas de la ACAA en sus relaciones con esta, con los 

compañeros y las compañeras de trabajo, así como con el público 

en general. 
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Cónsono con lo anterior, la Sección A del Artículo 7 del 

Reglamento detalla los deberes y responsabilidades de la persona 

empleada, los cuales constituirán las obligaciones mínimas 

esenciales requeridas a toda persona empleada, por cuyo 

incumplimiento se deberán tomar medidas disciplinarias. En 

particular, dicha sección desglosa los siguientes deberes: 

1. Asistir al trabajo con regularidad, puntualidad y 
cumplir la jornada de trabajo establecida. 

2. Observar normas de comportamiento correcto, 

cortés y respetuoso en sus relaciones con sus 
supervisores, compañeros de trabajo y ciudadanos. 

3. Realizar eficientemente y con diligencia las tareas y 
funciones asignadas a su puesto, y otras 
compatibles con [e]stas, que se le asignen. 

4. Acatar aquellas órdenes e instrucciones de sus 
supervisores compatibles con la autoridad delegada 
en [e]stos y con las funciones, actividades y objetivos 

de la agencia en donde trabaja. 
5. Mantener la confidencialidad de aquellos asuntos 

relacionados con su trabajo[,] a menos que reciba un 
requerimiento formal o permiso de una autoridad 
competente que le requiere la divulgación de los 

mismos. 
6. Realizar tareas durante horas no laborables cuando 

la necesidad del servicio así lo exija y se le haya 

notificado con tiempo razonable. 
7. Vigilar, conservar y salvaguardar, incluyendo[,] pero 

sin limitarse a, todos los documentos, bienes e 
intereses públicos de la [a]gencia. 

8. Cumplir las disposiciones de este Reglamento y de 

las leyes, reglamentos, órdenes y convenios 
aplicables a su trabajo. 

9. Cumplir las normas de conducta de ética y moral 
establecida[s] en la Ley de Ética Gubernamental, Ley 
Núm. 12 de 24 de julio de 1985, según enmendada[,] 

y sus reglamentos. Sec. A, Art. 7 del Reglamento. 

[…] 

 

De igual forma, la Sección B del mencionado articulado regula 

todo lo relacionado a las normas de asistencia y puntualidad de los 

empleados y las empleadas de la ACAA. En lo aquí atinente, el inciso 

(2) de dicha sección dispone que, cuando una persona empleada 

necesite ausentarse de su trabajo durante horas laborables, deberá 

notificarlo a su supervisor o supervisora inmediata o, de esta no 

estar disponible, a su director o directora, antes de abandonar el 

área de trabajo. Sec. B(2), Art. 7 del Reglamento. No obstante, será 
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a discreción del supervisor o la supervisora el autorizar o no dicha 

ausencia. Íd. 

El Reglamento establece como una infracción a las normas de 

conducta de la ACAA todo acto u omisión relacionado con las 

violaciones que se señalan como ofensas en el citado cuerpo 

reglamentario. Sec. A, Art. 8 del Reglamento. Las mismas estarán 

sujetas a las medidas disciplinarias conforme a la falta cometida. Íd. 

Ello, dependerá de la gravedad de falta cometida y las circunstancias 

particulares de cada caso. Íd.  

En cuanto a las medidas disciplinarias para las primeras 

ofensas, el Reglamento especifica que la Ofensa Núm. 5, abandonar 

el trabajo o salirse de ruta asignada en horas laborables sin permiso 

previo, conlleva como medida disciplinaria mínima una 

amonestación escrita, mientras que la disciplina máxima es un (1) 

día de suspensión del trabajo. Tabla de Medidas Correctivas y/o 

Disciplinarias, Sec. A, Art. 8 del Reglamento. Por otro lado, la Ofensa 

Núm. 40, insubordinación o falta de respeto a una persona 

supervisora, incluyendo la negativa a hacer un trabajo y/o 

desobedecer órdenes escritas o verbales, tiene una disciplina 

mínima de un (1) día de suspensión y una medida máxima de treinta 

(30) días de suspensión. Íd. Por su parte, la Ofensa Núm. 42, actos 

amenazantes, incidentes u obscenos, agresiones, provocación de 

peleas en contra de oficiales, personas empleadas y visitantes, 

acarrea una medida disciplinaria mínima de cinco (5) días y un 

máximo de treinta (30) días de suspensión de sus labores. Íd. 

Cuando cualquier persona empleada incurra en alguna falta 

de las enumeradas en el Reglamento o en cualquier otra que se 

considere perjudicial a los mejores intereses de la ACAA, se 

comenzará con el procedimiento disciplinario establecido en el 

Artículo 9 del Reglamento. Si la acción disciplinaria conllevare una 

suspensión de empleo y sueldo o una destitución, se le notificará a 
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la persona empleada sobre la intención de tomar dicha acción por 

escrito, incluyendo los hechos por los cuales se fundamenta esta 

acción. Sec. C, Art. 9 del Reglamento. Asimismo, se le notificará a la 

persona empleada la oportunidad de exponer su versión de los 

hechos en una vista administrativa informal. Íd. 

Conforme a la Sección 5.7 del Artículo 5 del Reglamento, la 

vista administrativa informal es la oportunidad que tiene la persona 

empleada para ser oída con relación a una cesantía o a una 

formulación de cargos, las cuales pudieran resultar en su 

suspensión, separación o destitución de su empleo en la agencia. De 

otro lado, la suspensión de empleo y sueldo es la separación 

temporal del servicio impuesta a una persona empleada como 

medida disciplinaria por justa causa, luego de brindársele 

oportunidad de ser oída en una vista administrativa informal en la 

que se dilucide la formulación de cargos previamente notificada. Sec. 

5.7, Art. 5 del Reglamento. 

Esbozada la norma jurídica, procedemos a aplicarla al recurso 

ante nos. 

III 

En la presente causa, la parte recurrente argumenta que la 

ACAA incidió al no concederle el debido proceso de ley en la vista 

informal celebrada, siendo la única audiencia a la que tiene derecho. 

Indica que, además de ella y su representación legal, únicamente 

compareció el Oficial Examinador a la vista en cuestión. Sostiene 

que la ausencia del patrono a la vista no se justificó, ni se ordenó la 

transferencia de esta para una fecha posterior. Plantea, a su vez, 

que tampoco se le permitió confrontar en la vista a los testigos y la 

prueba del patrono. Habiendo examinado el referido señalamiento 

de error a la luz del derecho aplicable y la prueba que obra en el 

expediente, confirmamos la resolución administrativa recurrida. 

Nos explicamos. 
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En esencia, la parte recurrente no disputa la apreciación de 

la prueba por parte de la ACAA para tomar la determinación 

recurrida, sino que cuestiona la inacción de la agencia ante la 

ausencia del patrono en la vista administrativa informal celebrada. 

Argumenta que, si bien se le permitió declarar y presentar prueba a 

su favor, se violentó el debido proceso de ley al no permitírsele 

confrontar la prueba del patrono.  

No obstante, de una revisión sosegada del expediente 

administrativo, no surge que el patrono desfilara prueba de índole 

alguna durante la vista que le diera paso a que la recurrente pudiera 

confrontarla. Por el contrario, el patrono optó por no participar de 

esa audiencia y, por tanto, quien único presentó prueba fue la parte 

recurrente. Incluso, el organismo administrativo fundamentó su 

decisión en la prueba documental que obra en el expediente de 

autos, así como en la prueba testifical y documental desfilada por la 

recurrente en la vista en cuestión. En nuestro ordenamiento jurídico 

actual que gobierna lo relacionado a las vistas administrativas de 

esta índole, no se exige la comparecencia del patrono, ni mucho 

menos obliga al ente administrativo a transferir la vista a una fecha 

posterior para que, a petición de la parte recurrente, el patrono 

comparezca a un procedimiento donde el peso de la prueba recae 

sobre la recurrente. Surge claramente del expediente ante nos que 

la ACAA le otorgó a la recurrente amplia oportunidad de probar sus 

planteamientos mediante la presentación de prueba y, de esa forma, 

controvertir lo alegado en su contra, cumpliendo así con el debido 

proceso de ley y lo dispuesto en el Reglamento aplicable. 

Un examen sosegado del expediente que nos ocupa mueve 

nuestro criterio a resolver que no se hacen presentes los criterios 

legales que legitiman nuestra intervención respecto a lo dispuesto 

por el organismo administrativo concernido. A nuestro juicio, la 

determinación aquí impugnada obedeció a un ejercicio razonable de 
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apreciación de prueba por parte de la entidad recurrida, a la 

adecuada función de las facultades legales que le asisten, así como 

también, a una correcta interpretación y aplicación del derecho 

pertinente. En particular, el dictamen recurrido está basado en 

evidencia sustancial que no fue controvertida por la parte 

recurrente. 

 En mérito de lo antes expuesto, sostenemos la determinación 

agencial recurrida. Nada en el expediente de autos sugiere que el 

pronunciamiento que atendemos haya resultado de un ejercicio 

arbitrario atribuible a la ACAA. Por tanto, en ausencia de prueba al 

contrario, solo podemos sostener su determinación. 

IV 

Por los fundamentos que anteceden, confirmamos la 

determinación administrativa recurrida. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


